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Reconocimiento de los derechos 
colectivos y Ordenamiento de 
los Territorios Comunales 
en América Latina y el Caribe

Francisco Chapela Mendoza

Introducción

El ordenamiento del territorio surge en la región latinoamericana como 
una respuesta a la necesidad de racionalizar el uso del suelo y aprovechar ade-
cuadamente los recursos naturales, tras constatarse que no es sostenible un 
esquema de desarrollo basado en la expansión de las superficies dedicadas a 
la ganadería, la agricultura y las áreas urbanas. El agotamiento del modelo de 
“colonización interna” y la necesidad de planificar y regular el manejo de los 
recursos naturales imponen la búsqueda del orden en las formas de usar tierras 
y recursos.

Comparados con los del continente europeo, de larga tradición en la pla-
neación, los jóvenes países de América Latina y el Caribe llegaron de manera 
tardía al tema, después de haber sido el área de colonización más importante 
del mundo entre los siglos XVI y XIX, cuando la planeación del uso de los 
recursos no era vista en realidad como indispensable. Incluso durante buena 
parte del siglo XX regiones enormes, como la Selva Maya, el Darién, la Cos-
ta Atlántica de Centro América y la Amazonía fueron fronteras internas de 
muchos países; cada uno enfrentó a su manera lo que se consideraba el reto 
de “dominarlas”. Conforme los procesos de colonización interna han perdi-
do fuerza, la planificación del uso del suelo y de los recursos se va haciendo 
más urgente. 

Al plantearse el requerimiento de poner orden surgen varias preguntas. 
Los agrónomos y los geógrafos desean saber cuáles son los criterios y objetivos 
del ejercicio de ordenamiento y en función de los intereses de quién deberá 
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conducirse. Los representantes de cada grupo de interés se preguntan si su 
propia agenda prevalecerá sobre las restantes y si sus objetivos serán atendi-
dos al momento de asignar usos y reservas. Los políticos tienen la duda de si 
comprometerse con un plan de uso del suelo y con los proyectos asociados a 
su aplicación les quitará grados de libertad en la toma de decisiones e incluso 
se cuestionan si aceptar una planeación de largo plazo es una forma de debi-
litar el principio de autoridad. Las comunidades indígenas y campesinas se 
preguntan si su futuro, su visión y su autonomía tendrán cabida en el juego de 
intereses de terratenientes, madereros, mineros, constructores, especulado-
res, ambientalistas y políticos.

No es obvia la manera en que se resuelve la necesidad de planear el uso 
del suelo. Puede recurrirse a enfoques basados en la idea de que el Estado ha 
de ejercer tutela sobre la sociedad y por lo tanto debe decidir los mejores usos 
aplicando el mejor conocimiento disponible. En estas visiones hay una “ca-
beza” que ordena el uso del territorio mientras que los propietarios forman 
el “cuerpo” que obedece al plan trazado por aquella. De manera alternativa, 
puede apelarse a la diversidad cultural y a las distintas formas de los gobier-
nos locales para establecer un orden basado en un mosaico compuesto por 
fragmentos de áreas ordenadas a partir de diferentes criterios locales. En este 
enfoque los propietarios forman “células” relativamente autónomas que esta-
blecen relaciones funcionales y estructurales con otras adyacentes, constitu-
yen “tejidos” y dan lugar a “organismos”.

Conforme las sociedades latinoamericanas han crecido en tamaño y com-
plejidad, los esquemas autoritarios de toma de decisiones han perdido efica-
cia, lo que ha obligado a elaborar nuevos arreglos institucionales en los cuales 
se busca aprovechar las oportunidades de participación social entendiéndolas 
no como un riesgo para el gobierno central sino como una fuente de consenso 
y estabilidad. Después de una larga historia de gobiernos militares, durante la 
segunda mitad del siglo XX la mayoría de los países de la región emprendió 
cambios institucionales que muchas veces incluyeron reformas constitucio-
nales y hasta la celebración de pactos sociales expresados en nuevas cartas 
magnas.

Destaca entre estos cambios el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independientes, de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), que entró en vigor en 1991 (OIT 2006). Los países que lo ratifican 
adquieren los compromisos de reconocer y mantener la diversidad cultural y 
de asegurar los derechos de los pueblos indígenas, no como individuos sino 



Reconocimiento de los derechos colectivos     55

como entidades colectivas, a poseer, manejar y disfrutar de territorios espe-
cíficos. Aunque no forma parte de las constituciones, el convenio tiene un 
rango equiparable a una carta magna y es por lo tanto un marco de muy alto 
nivel para el establecimiento de arreglos institucionales en cada país. Llama 
la atención que, fuera de las islas Fiji, Noruega, Dinamarca y Holanda, este 
instrumento internacional ha sido ratificado exclusivamente por naciones de 
América Latina y el Caribe, lo cual sugiere que es precisamente en esta región 
donde tienen mayor vigencia los temas de acomodar los intereses colectivos, 
admitir la diversidad cultural y ejercer sistemas de gobierno descentralizados 
y plurales.

El Ordenamiento de los Territorios Comunales1 implica la existencia de 
mecanismos legales de reconocimiento de los derechos colectivos de propie-
dad sobre los territorios por ordenar. Tales derechos comprenden, por supues-
to, el relativo a la titularidad de las tierras, pero incluyen también los derechos 
a acceder, usar y disponer de la tierra y los recursos asociados, a aprovechar 
los productos que se obtengan y a transferir la propiedad a un nuevo dueño. 
Como veremos, no siempre se reconocen todos estos derechos de propiedad 
colectiva; por el contrario, lo normal es que solamente se acepten algunos y 
que, sobre la marcha, las comunidades ejerzan los derechos otorgados y ad-
quieran otros, en un proceso paulatino de apropiación.

La distinción entre derechos individuales, públicos y colectivos es funda-
mental para el Ordenamiento de los Territorios Comunales, ya que cuantos 
menos derechos colectivos se reconozcan menores serán las posibilidades de 
construir territorios comunales con recursos extensos, como los forestales, los 
pesqueros y los hídricos. Más aun, dada la presión demográfica observada 
sobre todo en las porciones mesoamericana y caribeña de la región, es muy 
difícil concebir la continuidad de procesos ecológicos básicos (flujos migra-
torios, ciclos del agua y el carbono, regeneración de la fertilidad de los suelos, 
equilibrio entre plagas potenciales y sus predadores...) sin la constitución de 
territorios comunales. Por ende es de gran importancia revisar las opciones 
regionales para reconocer los derechos colectivos a la autoorganización, a la 
diversidad cultural y al Ordenamiento de los Territorios Comunales.

En el artículo revisaremos el surgimiento de la cultura de la planeación de-
mocrática en América Latina y el Caribe, reflexionaremos sobre el interés co-
lectivo y la relevancia de reconocerlo como diferente a los intereses público y 
privado, abordaremos algunas opciones constitucionales y concluiremos con 
unas perspectivas para el Ordenamiento de los Territorios Comunales.
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Estas perspectivas se nutren de los antecedentes de la planificación en la 
región, que han abarcado diferentes conceptos: la inicial planificación regio-
nal dio lugar a la preponderancia del urbanismo, antecesor de la planificación 
económica, la que dio paso a la planificación ambiental y a la ordenación del 
territorio como política pública (Massiris 2002). La experiencia latinoame-
ricana en el Ordenamiento de los Territorios Comunales abre una veta que 
complementa las políticas públicas aportando esquemas coherentes de acción 
colectiva en escala local que pueden conducir a arreglos institucionales favo-
recedores de una gobernabilidad real en áreas de grandes peculiaridades cul-
turales, poco comunicadas y de difícil acceso, como muchas de los páramos 
andinos, las sierras de México y las selvas amazónicas y mayas.

Hacia una cultura de la planeación democrática

Una restricción importante del proceso de planeación de uso del suelo y ra-
cionalización del manejo de los recursos naturales, es decir, del proceso de 
Ordenamiento Territorial, es que se trata de un juego de suma cero. Las hec-
táreas que se le quitan a un uso más las que se incorporan a otros usos arrojan 
siempre un cero como resultado. Si se decide dedicar una pieza de terreno 
al uso urbano se está decidiendo implícitamente la reducción de las tierras 
destinadas a usos rurales. Así se crea el marco para el eventual surgimiento de 
conflictos entre usos competitivos del suelo y sus recursos.

Cuando un gobierno decide construir una presa o una carretera para dotar 
de mejores servicios a ciertas áreas urbanas, está resolviendo también la elimi-
nación de áreas rurales y la disrupción de procesos ecológicos, sociales y eco-
nómicos. Este proceso de toma de decisiones explícitas −que buscan atender 
los requerimientos de unos grupos− e implícitas −que afectan los recursos y las 
vidas de otros grupos− puede incluir la negociación entre los interesados y los 
afectados en un encuadre transparente de toma y daca, o la imposición vertical 
de la agenda y los objetivos de los grupos más poderosos en detrimento de los 
más débiles. Así pues, al igual que en otras áreas de la política, el Ordenamien-
to Territorial puede ser un ejercicio democrático y formador de consensos para 
mejorar la convivencia humana o un ejercicio autoritario que naturalmente 
generará resentimientos, agudizará los disensos y deteriorará las relaciones so-
ciales, quizás hasta desembocar en conflictos con cierto grado de violencia.

Como se muestra en el presente volumen, México está generando ya una 
cultura o escuela del Ordenamiento de los Territorios Comunales. Ello per-
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mite a un número creciente de comunidades rurales establecer un marco de 
planeación de largo plazo y un entramado de acuerdos, reglas, sanciones y 
niveles de autoridad que posibilitan armonizar de manera diáfana intereses 
divergentes y mutuamente excluyentes.

Los ejercicios de Ordenamiento de los Territorios Comunales implican, en 
primera instancia, tomar distancia y ganar perspectiva ante las urgencias ma-
teriales de las familias que conforman una comunidad a fin de atender las de-
mandas futuras de la colectividad. Esto significa que presiones actuales de al-
gunas unidades familiares sobre los recursos, como el aumento de los hatos y 
la ampliación de las superficies de cultivo en detrimento de las áreas forestales 
y de vida silvestre, tengan que atemperarse en función de necesidades colec-
tivas de mayor plazo. Es frecuente que los núcleos agrarios que se involucran 
en estos procesos de planeación cambien la percepción de sus opciones de de-
sarrollo, no porque un técnico o funcionario externo los “concientice” sobre 
la importancia de la conservación, sino porque sus miembros emprenden la 
conformación colectiva de una visión de conjunto de su territorio e imaginan 
un futuro a partir del aprovechamiento de sus recursos. 

En segunda instancia, en el curso de la construcción del espacio común 
también se genera una visión compartida de la situación actual y se ponen los 
fundamentos para la búsqueda colectiva de un futuro. Una base de entendi-
miento compartida y una agenda y un lenguaje comunes han sido reconocidos 
por Vincent Ostrom (1997) como los cimientos elementales para fundar una 
sociedad democrática. Adicionalmente, conforme unos miembros de la co-
munidad observan que otros van acatando las reglas dispuestas entre todos, 
confían cada vez más en el cumplimiento de los acuerdos colectivos. Así se 
construyen verdaderas instituciones para la gestión del ordenamiento de los 
territorios de las comunidades, las que no resultan oficinas vacías sino con-
juntos de normas que realmente se hacen cumplir (Ostrom 2000).

La construcción de núcleos democráticos de gestión a partir de los pro-
cesos de Ordenamiento de los Territorios Comunales entraña para México 
y otros países latinoamericanos una revolución silenciosa, pues conlleva en 
los hechos el rompimiento con tradiciones autoritarias que se remontan a va-
rios siglos antes de la época colonial. En lugar de que el sacerdote, el cacique, 
el encomendero, el supremo gobierno o el especialista universitario decidan 
qué hacer con los territorios de las comunidades rurales, ahora se establece 
un marco para que esas resoluciones sean el fruto de acuerdos consensuados 
entre los grupos de interés y para que el resultado de este juego de suma cero 
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no sea siempre el avasallamiento de las mayorías por parte de una minoría 
hegemónica.

El surgimiento del interés colectivo

La instauración democrática de instituciones para planificar el uso de los terri-
torios comunales con una perspectiva de largo plazo implica que la colectivi-
dad que ha decidido voluntariamente sujetarse a unas autoridades y a un régi-
men normativo establecidos por ella haga surgir nuevos intereses que no son 
forzosamente los de los individuos. Regenerar las áreas de bosque degradadas 
obedece a una necesidad de formar los “almacenes” de recursos forestales del 
futuro; no se puede explicar como un estricto requerimiento productivo para 
los comuneros que hoy viven allí. La regeneración emerge como un elemento 
de interés colectivo que antes no existía.

Pero el interés colectivo no es el interés público. Una comunidad rural debe 
cubrir requerimientos mínimos para todos los habitantes sin distinciones: de 
seguridad, para permitir la convivencia; de salud, para dar una esperanza de 
vida; de otros servicios públicos... En contraste, en cuanto al manejo y apro-
vechamiento de los bosques, pastos, aguas y tierras comunales, los ejercicios 
de Ordenamiento de los Territorios Comunales originan reglas que definen 
quiénes pueden tener acceso a esos recursos, qué restricciones y modalidades 
deben observarse para asegurar su regeneración y persistencia, y con qué cri-
terios deberán repartirse los beneficios resultantes. A diferencia de lo que su-
cede con los recursos públicos, los beneficios provenientes de los recursos de 
uso común se distribuyen atendiendo al esfuerzo invertido por cada miembro 
de la comunidad; en algunos casos se deriva una parte a atender necesidades 
de la colectividad e incluso a la provisión de servicios públicos, pero de mane-
ra subsidiaria. De este modo surgen los recursos comunes, que sin ser públi-
cos tampoco son de propiedad individual.

El surgimiento de los recursos colectivos plantea un reto a los sistemas 
legislativos y normativos. La tradición del derecho romano, la fuente de las 
tramas legales de América Latina y el Caribe, parte de dos supuestos básicos. 
El primero es que los individuos tienen ciertos derechos elementales, entre 
ellos el derecho a la vida y a la propiedad, que el Estado ha de defender y ase-
gurar. El Estado también debe servir como árbitro cuando los derechos de 
varios individuos entran en conflicto, para garantizar precisamente el respeto 
a los derechos privados. El segundo supuesto es que tiene que protegerse el 
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interés público, de modo que al Estado le corresponde asegurar que los indi-
viduos gocen de seguridad, protección, salud y otros servicios elementales; en 
consecuencia, muchos dispositivos normativos atienden esta esfera. El reto en 
tal esquema de derechos públicos y privados está en acomodar los derechos e 
intereses de las colectividades, las que sin ser individuos tampoco hacen par-
te del universo de los asuntos públicos. Si los ordenamientos de muchos pe-
queños territorios comunales y las instituciones de gobierno creadas en ellos 
no se articulan de manera adecuada, en caso extremo podría llegarse a una 
situación en la que las “células” de los gobiernos comunales no obedecieran y 
no fueran funcionales a los “tejidos” y “órganos” del “cuerpo” de una nación 
(Hobbes 1694).2

Es por esta razón que algunas legislaciones latinoamericanas reconocen 
ciertos derechos colectivos, como a la autoorganización y a la propiedad co-
lectiva. Sin embargo, en la mayoría de las constituciones de la región se con-
serva la categorización del derecho romano, que únicamente dispone un con-
junto de normas para proteger el interés público y otro bloque para garantizar 
el interés privado. Ello restringe sensiblemente las posibilidades reales de em-
plear al Ordenamiento de los Territorios Comunales como un instrumento 
de gestión, pero también plantea las bases de una agenda para la gestión mo-
derna de los recursos de uso común, que está en pleno desarrollo en América 
Latina y el Caribe.

El reconocimiento legal del interés colectivo

En México, el reconocimiento de los intereses público, privado y colectivo 
como entidades diferentes tiene rango constitucional. En efecto, el párrafo ter-
cero del artículo 27 de la constitución establece que: 

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad 
privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de re-
gular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales 
susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equita-
tiva de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo 
equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la 
población rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas ne-
cesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecua-
das provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a 
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efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, con-
servación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población; para 
preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de 
los latifundios; para disponer, en los términos de la ley reglamentaria, 
la organización y explotación colectiva de los ejidos y comunidades; 
para el desarrollo de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la 
agricultura, de la ganadería, de la silvicultura y de las demás actividades 
económicas en el medio rural, y para evitar la destrucción de los elemen-
tos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la 
sociedad. [Énfasis añadido].

En el inicio del párrafo es evidente la preocupación por el interés público 
al ponerlo por encima del interés privado. Más adelante se prevé “disponer, en 
los términos de la ley reglamentaria, la organización y explotación colectiva de 
los ejidos y comunidades”. Este reconocimiento del interés colectivo es reafir-
mado en la Ley Agraria al precisarse que los núcleos agrarios son sujetos de 
derecho al tener personalidad jurídica y derechos de propiedad sobre la tierra 
y los recursos asociados a ella: en su artículo 7º establece que “El Ejecutivo 
Federal promoverá y realizará acciones que protejan la vida en comunidad, 
propicien su libre desarrollo y mejoren sus posibilidades de atender y satis-
facer las demandas de sus integrantes”; en el 9º indica que “Los núcleos de 
población ejidales o ejidos tienen personalidad jurídica y patrimonio propio 
y son propietarios de las tierras que les han sido dotadas o de las que hubieren 
adquirido por cualquier otro título” (subrayados nuestros), y para el caso de 
las comunidades el 99 marca que “Los efectos jurídicos del reconocimiento 
de la comunidad son: I. La personalidad jurídica del núcleo de población y su 
propiedad sobre la tierra”.

Tal situación jurídica permite que los ejidos y las comunidades de México 
puedan, con relativa facilidad, ejercer sus derechos a planear a largo plazo, a 
destinar las áreas que consideren adecuadas a los distintos usos y a desarro-
llar, por lo tanto, procesos de Ordenamiento de los Territorios Comunales. 
Este no es el caso en muchos países de América Latina y el Caribe.

En Brasil, la constitución tenía un enfoque paternalista y establecía la res-
ponsabilidad del Estado de defender los intereses de las comunidades indíge-
nas; así las sometía al tutelaje del gobierno y les negaba la personalidad jurí-
dica. No fue sino hasta con la nueva constitución de 1988 que a los indígenas 
se les reconocieron derechos de usufructo sobre sus territorios tradicionales 
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(artículos 231 y 232). Por otra parte la constitución señala que “la ley castigará 
cualquier discriminación que atente contra los derechos y libertades funda-
mentales” (artículo 5º, fracción XLI) y que tal delito es imprescriptible (frac-
ción XLII), lo cual es una garantía para la diversidad cultural. Sin embargo, 
en el marco de la tradición del derecho romano no hay manera de defender 
los derechos colectivos de propiedad de las comunidades indígenas, ya que 
si se ubican en el ámbito del derecho privado las tierras deben titularse a los 
individuos, con lo que se fragmentarían los territorios tradicionales. Para so-
lucionar este problema las leyes brasileñas dictan que los territorios indígenas 
demarcados pasan a ser propiedad del Estado;3 comprenden 12% de la super-
ficie del país, es decir, 103.7 millones de hectáreas (Roldán 2004).

Si bien el reconocimiento de derechos de usufructo puede servir de base a 
las comunidades para instituir sus propias normas de acceso y uso de los re-
cursos naturales, la falta de derechos de propiedad y la carencia de reconoci-
miento de su personalidad jurídica colectiva dificultan fuertemente la defensa 
de su derecho a construir un territorio funcional y en muchos casos las dejan 
inermes frente a los intereses agroindustriales e industriales. No es entonces 
sorprendente que la pérdida de áreas forestales en la nación sudamericana se 
haya acelerado en los años recientes debido a la expansión del cultivo de la 
soya, de las actividades ganaderas y de las plantaciones de eucalipto y palma 
aceitera, y que expertos de la Universidad de Minas Gerais estimen que la 
Amazonía se reducirá de 5.3 a 3.2 millones de kilómetros cuadrados en 2050 
(Soares-Filho y cols. 2002).

El mismo esquema legislativo, para el cual lo que no es interés privado 
debe estar en el dominio público, opera en Costa Rica. En este caso prevalece 
el concepto de ‘integración cultural’ en lugar del de ‘diversidad cultural’. La 
constitución declara que la católica es la religión del Estado (artículo 75) y que 
el español es el idioma oficial (artículo 76), pero no hace siquiera mención de 
los derechos de las comunidades indígenas, las que se ven obligadas a defen-
derlos en el marco de ordenamientos legales de rango menor. 

No obstante, la ratificación por Brasil y Costa Rica del Convenio sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales de la OIT ofrece un instrumento de alto rango 
para defender los derechos colectivos. En efecto, el convenio determina en su 
artículo 7º que “1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir 
sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida 
en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y 
a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la me-
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Tabla 1. Fecha de ratificación del Convenio sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales de la Organización Internacional del 

Trabajo

Fuente: OIT 2006.

País	 Fecha de ratificación

Argentina 	 3 de julio de 2000
Bolivia 	 11 de diciembre de 1991
Brasil 	 25 de julio de 2002
Colombia 	 7 de agosto de 1991
Costa Rica 	 2 de abril de 1993
Dinamarca 	 22 de febrero de 1996
República Dominicana	 25 de junio de 2002	
Ecuador 	 15 de mayo de 1998
Fiji 	 3 de marzo de 1998
Guatemala 	 5 de junio de 1996
Honduras 	 28 de marzo de 1995
México 	 5 de septiembre de 1990
Noruega 	 19 de junio de 1990
Holanda	 2 de febrero de 1998
Paraguay 	 10 de agosto de 1993
Perú 	 2 de febrero de 1994
República Bolivariana de Venezuela 	 22 de mayo de 2002

dida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, 
dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación 
de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de 
afectarles directamente”. (Énfasis añadido).

Como instrumento jurídico el convenio es muy poderoso, pues a pesar 
de la tradición del derecho romano establece en un nivel constitucional que 
las comunidades indígenas pueden desarrollar procesos de ordenamiento de 
los territorios que les corresponden. También es válido en Argentina, Bolivia, 
Colombia, República Dominicana, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, 
Paraguay, Perú y Venezuela, aunque su aplicación en la práctica está todavía 
por verse pues se ha ratificado apenas entre 1990 y 2002 (véase la tabla 1). 

Es muy interesante notar que el Convenio 169 de la OIT, propio de un 
pensamiento contemporáneo, reconoce explícitamente la importancia de los 
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derechos colectivos de propiedad. En su artículo 13.1 ordena que “Al aplicar 
las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán respetar 
la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pue-
blos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, 
según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular 
los aspectos colectivos de esa relación”. (Énfasis añadido). Y en el 14.1 asienta: 
“Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de 
posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los ca-
sos apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de 
los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupa-
das por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus 
actividades tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá prestarse 
particular atención a la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores 
itinerantes”.

El Ordenamiento de los Territorios Comunales requiere del reconoci-
miento de los derechos colectivos y emerge, en parte, ante la necesidad de 
mejorar los acuerdos sociales y lograr una gobernabilidad basada en consen-
sos. Al aceptar los derechos colectivos además de los privados y los públicos 
se aparta de la tradición del derecho romano. La constitución colombiana 
abre una vía muy importante al reconocimiento de los derechos de propie-
dad colectiva y al Ordenamiento de los Territorios Comunales, no sólo para 
los indígenas sino para cualquier forma de organización social, pues en su 
artículo 58 señala que “La propiedad es una función social que implica obli-
gaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica. El Estado prote-
gerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad” y en el 63 
que “Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales 
de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la 
Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, impres-
criptibles e inembargables”. En el artículo 286 precisa que “son entidades 
territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios 
indígenas” (subrayados nuestros), lo cual implica, según el 287, los derechos 
a gobernarse por autoridades propias, a ejercer las competencias que les co-
rrespondan, a administrar los recursos y establecer los tributos necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones, y a participar en las rentas nacio-
nales. En la constitución de Colombia existe, no obstante, una tensión no 
resuelta entre las facultades del gobierno nacional y las de las comunidades 
locales para el ordenamiento del territorio, pues el artículo 288 plantea que 
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“la ley orgánica de ordenamiento territorial establecerá la distribución de 
competencias entre la Nación y las entidades territoriales”.

La carta magna colombiana es interesante también porque además de los 
derechos de propiedad colectivos incluye un mecanismo local de resolución 
de controversias: “Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer 
funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad 
con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la 
Constitución y leyes de la República. La ley establecerá las formas de coordi-
nación de esta jurisdicción especial con el sistema judicial nacional” (artículo 
246). Asimismo establece en su artículo 7º que “El Estado reconoce y protege 
la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”; por lo tanto (artículo 
10º) “El castellano es el idioma oficial de Colombia. Las lenguas y dialectos 
de los grupos étnicos son también oficiales en sus territorios. La enseñanza 
que se imparta en las comunidades con tradiciones lingüísticas propias será 
bilingüe”.

De modo semejante, Bolivia se asume en su constitución como república 
multiétnica y pluricultural. En el artículo 7º establece como un derecho fun-
damental “la propiedad privada, individual o colectiva, siempre que cumpla 
una función social” (subrayado nuestro) y en el 8º fija la obligación ciudadana 
de “resguardar y proteger los bienes e intereses de la colectividad”. La pro-
piedad colectiva de los pueblos indígenas se admite de manera explícita en el 
artículo 171: 

I. 	 Se reconocen, se respetan y protegen en el marco de la ley, los derechos so-
ciales, económicos y culturales de los pueblos indígenas que habitan en el 
territorio nacional, especialmente los relativos a sus tierras comunitarias de 
origen, garantizando el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos na-
turales, a su identidad, valores, lenguas, costumbres e instituciones. 

II. 	 El Estado reconoce la personalidad jurídica de las comunidades indígenas y 
campesinas y de las asociaciones y sindicatos campesinos. 

III. 	 Las autoridades naturales de las comunidades indígenas y campesinas po-
drán ejercer funciones de administración y aplicación de normas propias 
como solución alternativa de conflictos, en conformidad a sus costumbres 
y procedimientos, siempre que no sean contrarias a esta Constitución y las 
leyes. La ley compatibilizará estas funciones con las atribuciones de los Po-
deres del Estado.
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Este marco constitucional ha permitido que en Bolivia se tengan delimita-
dos y reconocidos territorios indígenas en 5.4 millones de hectáreas (Roldán 
2004).

Perspectivas para el Ordenamiento de los Territorios 
Comunales

En México, la constitución de 1917 incorporó en su artículo 27 los derechos de 
propiedad colectiva y la personalidad jurídica de las comunidades indígenas 
y campesinas. Aun con las reformas de 1992, ese artículo establece que “VII. 
Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población ejidales y co-
munales y se protege su propiedad sobre la tierra, tanto para el asentamiento 
humano como para actividades productivas. La ley protegerá la integridad de 
las tierras de los grupos indígenas”. 

El marco constitucional mexicano ha permitido el reconocimiento de 
derechos de propiedad a favor de 29,971 ejidos y comunidades que abarcan 
103,286,659 ha, 51% del territorio terrestre nacional (INEGI 1991). Esto ex-
plica en buena medida la relativa facilidad con que se ha expandido en el país 
el Ordenamiento de los Territorios Comunales como herramienta de toma 
colectiva de decisiones y de elaboración de instrumentos −o artefactos, como 
conceptualiza Vincent Ostrom (1980)− para la gestión de los recursos de uso 
común.

Como lo ilustran los casos de Brasil y Costa Rica, las normas constitucio-
nales pueden restringir notablemente las posibilidades de la gestión colectiva 
de los territorios y los recursos naturales de uso común. La ratificación del 
Convenio 169 de la OIT por parte de trece países de América Latina y el Cari-
be da un asidero legal para tal gestión; está pendiente en Belice, Chile, Cuba, 
El Salvador, Guyana, Haití, Nicaragua, Panamá, Surinam y Uruguay.

Ha de tomarse en cuenta que el marco constitucional solamente favorece, 
no determina, la realización del Ordenamiento de los Territorios Comunales. 
En Guatemala, por ejemplo, pobladores del departamento del Petén, organi-
zados en cooperativas y otras figuras jurídicas colectivas, han logrado que el 
gobierno les dé la concesión del aprovechamiento maderable y no maderable 
de las selvas limítrofes con Chiapas y Tabasco, lo que ha permitido efectuar un 
Ordenamiento Comunal del Territorio. Si bien ese arreglo está lejos de cons-
tituir una titulación de tierras a favor de las comunidades rurales de origen 
maya del Petén, sí les otorga ciertos derechos colectivos de propiedad, como el 
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de acceso a los bosques, el de usufructo y el de disfrute de los beneficios deri-
vados del aprovechamiento forestal.

De manera inversa, el reconocimiento de derechos colectivos de propiedad 
y de la personalidad jurídica de los núcleos agrarios en más de la mitad de las 
tierras de México no significa por sí mismo que las comunidades ejerzan de 
hecho su capacidad de gestión colectiva, tengan planes de uso del suelo a largo 
plazo o dispongan de normas explícitas para el acceso, uso y manejo de los 
recursos naturales en sus territorios.

El gobierno real de territorios comunales debe construirse y ejercerse día 
a día, para mantenerlo como un mecanismo efectivo de gestión. Contra las 
tendencias del “globalismo salvaje”, en el panorama latinoamericano surgen 
esquemas diversificados de Ordenamiento de los Territorios Comunales; los 
Estados modernos empiezan a incorporarlos como instrumentos de gober-
nabilidad de las sociedades de la región, que se perfilan como complejas y 
diversas. 

Notas

1	 En la presente discusión nos referimos a las áreas tradicionales de uso común 
como ‘territorios comunales’ independientemente de su estatus agrario o histó-
rico. Este concepto es amplio y no implica una restricción jurídica o cultural. 
Una comunidad indígena que mantiene sus formas tradicionales de uso de los 
recursos establece sus territorios comunales como las áreas de las que obtiene de 
manera colectiva los bienes básicos que requiere, excluyendo a otros usuarios. De 
manera semejante, un grupo afroamericano o uno de colonos define mediante 
acuerdos consuetudinarios o instrumentos jurídicos las áreas colectivas de apro-
vechamiento de recursos que constituyen sus territorios comunales.

2	 En efecto, uno de los teóricos más importante de los Estados autoritarios, Thomas 
Hobbes, en su clásico Leviatán compara al Estado con un organismo humano de 
manera que distintos sectores sociales cumplen el papel de pies, brazos, cabeza, 
sistema circulatorio, etcétera. En esta visión las formas locales de organización, 
que obedecen a reglas definidas no por la “cabeza” del Estado sino en las loca-
lidades y que son capaces de reproducirse, quizás se hubieran clasificado como 
“tumores cancerosos”.

3	 El artículo 20, fracción XI, de la Constitución de Brasil establece: “Son bienes de 
la Unión […] las tierras tradicionalmente ocupadas por los indios”.
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